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I. Introducción

La implementación del sistema acu-
satorio adversarial significó un cam-
bio radical en el sistema penal en la 
Provincia de Santa Fe. 

Si bien la afectación a la independen-
cia de los jueces no es un tema nuevo, 
no es ocioso recordar que dicha garan-
tía, en la historia institucional argenti-
na, ha sido varias veces afectada, tanto 
desde los gobiernos de facto, pasando 
por la intromisión, acoso e interferen-
cia de otros poderes, como por los go-
biernos democráticos. 

A igual conclusión debemos arribar, 
aunque con matices, en la generalidad 
de los países. En la XXV Jornadas Cien-
tíficas de la Magistratura, por ejemplo, 
el Dr. José Manuel Igreja Matos, infor-
maba sobre la situación de jueces en 
Europa, siendo llamativa la situación 
de encarcelamiento de jueces turcos.

Lo dicho se vincula con uno de los pila-
res esenciales del sistema de división 
de poderes republicano. «En tal senti-

do los procedimientos constitucionales y 
las leyes que reglamentan la integración 
de los tribunales, han sido inspirados en 
móviles superiores de elevada política 
institucional, con el objeto de impedir el 
predominio de intereses subalternos so-
bre el interés supremo de la justicia y 
la ley. Las disposiciones pertinentes se 
sustentan, pues, en la necesidad de afir-
mar la independencia e imparcialidad de 
los jueces no sólo en beneficio de ellos 
sino, fundamentalmente, de los justicia-
bles. No es ocioso apuntar, al respecto, 
que la aspiración de contar con una ma-
gistratura independiente e imparcial es-
tá directamente relacionada con la con-
sagración constitucional de la garantía 
de 'juez natural', expresada en la contun-
dente prohibición de que los habitantes 
de la Nación puedan ser juzgados por 
comisiones especiales o ser sacados de 
los jueces legítimamente nombrados» 
(Jueces subrogantes: cuando la anor-
malidad es norma, Pizzolo, Calogero, 
La Ley, 2007-C, 584, citado en Tratado 
Jurisprudencia y Doctrinario, Tomo I, 
Sabsay, Daniel, pág. 467).

El juez independiente es aquel que de-

termina desde el Derecho vigente la 
decisión justa, sin dejarse influir real o 
aparentemente por factores ajenos al 
Derecho mismo (art. 2 del Código Ibe-
roamericano de Ética Judicial).

Así, cualquiera sea el sistema, la insti-
tucionalidad se ve comprometida, con 
diversas prácticas nocivas que debili-
tan al Poder Judicial, que van desde los 
mecanismos de selección de Magistra-
dos, a la destitución por desacuerdos 
en el contenido de sus sentencias.

Puntualmente, en lo acotado de esta 
presentación, se señalarán algunas 
líneas sobre independencia judicial, 
en base a la experiencia a más de 5 
años de la entrada en vigencia de la 
ley 12734 y 13018.

II. Independencia y sistema penal

Las particularidades de un sistema 
de neto corte acusatorio adversarial, 
donde se deja de lado la lógica proce-
sal y organizacional monárquicos, uno 
de los aspectos donde se ha sentido el 
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impacto en la función jurisdiccional, y 
más precisamente, las garantías que 
protegen dicha tarea, como lo es la in-
dependencia de los jueces, tanto en su 
faz interna como externa.

a) Seguridad de los operadores del 
sistema: en distintas provincias han 
sufrido intimidaciones y amenazas 
por sus actuaciones. El caso más pa-
radigmático, en la ciudad de Rosario, 
con múltiples atentados con armas 
de fuego a domicilios vinculados con 
Jueces, como así también a funciona-
rios del M.P.A.

El Estado tiene, en este punto, el deber 
de proteger la vida e integridad de los 
operadores de justicia y mantener los 
estándares de seguridad que el fun-
cionamiento del sistema de justicia, 
esto es, garantizar el debido proceso. 
La Corte Idh «ha señalado en su juris-
prudencia que el Estado debe garanti-
zar que funcionarios judiciales, fiscales, 
investigadores y demás operadores de 
justicia cuenten con un sistema de se-
guridad y protección adecuado, toman-
do en cuenta las circunstancias de los 

casos a su cargo y el lugar donde se 
encuentran laborando, que les permita 
desempeñar sus funciones con debida 
diligencia (Caso de la Masacre de la Ro-
chela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 
2007. Serie C N° 163, párr. 297)» (Ga-
rantías para la independencia de las 
y los operadores de justicia: Hacia el 
fortalecimiento del acceso a la justicia 
y el estado de derecho en las Améri-
cas, O.E.A, p. 64).

b) Descalificación de la tarea jurisdic-
cional y juicios paralelos: se han desli-
zado múltiples críticas e interferencias 
a la actuación de los jueces. El más re-
currente para los jueces penales, «el 
combate a la delincuencia» y «la puerta 
giratoria». Esto ocurre en los casos en 
los cuales no se dicta una prisión pre-
ventiva o se absuelve a un acusado, a 
quien un proceso paralelo mediático 
ya condenó, el juez pasa a ser foco de 
atención, acusado de generar impuni-
dad e inseguridad.

Tanto desde otros Poderes del Esta-
do, profesionales del Derecho, publi-

caciones periodísticas, entre otros, se 
han realizado diversas manifestacio-
nes que exorbitan los límites de la crí-
tica, confunden a la ciudadanía sobre 
el rol de los jueces, el cual es aplicar la 
ley, una vez ocurrido el hecho delictivo. 

Si bien pueden considerarse gajes del 
oficio las críticas por el ejercicio de una 
función pública, ya es común la denun-
cia mediática al Magistrado ante la me-
ra discrepancia con sus decisiones, lo 
cual puede constituir una perturbación 
en el ánimo del juez y una afectación 
su independencia, tanto sea de las par-
tes, como por otros operadores judicia-
les o del Estado.

Este tipo de ataques busca achacar-
le al Poder Judicial una materia aje-
na a su competencia, como la preven-
ción del delito y seguridad pública, por 
cuanto estamos ante una agencia es-
tatal que no asume las responsabi-
lidades que le competen, sin dimen-
sionar las graves consecuencias ins-
titucionales que dicha acción acarrea, 
todo lo cual constituye un intento de 
condicionar el poder de decisión de los 
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jueces, con directa afectación a su in-
dependencia.

Desde el punto de vista del efecto no-
civo al bien democrático comprometi-
do, un juez sometido a estas situacio-
nes puede estar tentado a sacrificar la 
independencia, dificultando el debido 
proceso y la imparcialidad del juzgado, 
lo cual deriva en una lesión concreta 
a los valores republicanos y democrá-
ticos, ya que se privaría al ciudadano 
del servicio de justicia, que busca que 
el juez esté comprometido exclusiva-
mente con el caso concreto y pueda re-
solver a la luz de la ley aplicable.

No quita que pueda haber jueces que 
yerren en su tarea. Pero no son los ca-
minos adecuados ni la denuncia penal 
o la instalación de procesos paralelos 
mediáticos ante el desacuerdo con 
las decisiones adoptadas, ni la aper-
tura de procesos de jury a magistra-
dos, mientras existan vías impugnati-
vas que puedan dar tratamiento a la 
queja, por ser estos los mecanismos 
de control y eventual corrección de los 
actos judiciales. 

III. Independencia
y sistema acusatorio 

No pueden dejar de considerarse las 
afectaciones que provienen tanto de 
prácticas originadas en sistemas de 
organización derivados del modelo 
inquisitivo que continúan funcionado 
en forma soterrada, por prácticas y 
costumbre adquiridas por formación 
en cascada; también la actuación de 
otros jueces ubicados en posición je-
rárquica superior, al margen del sis-
tema recursivo; o en instituciones o 
reglamentaciones, como técnicas de 
control y sumisión, con mayor o menor 
intensidad, prácticas éstas que tien-
den a buscar que el juez se subordine, 
lo cual implica que no actúe en forma 
independiente.

Y es que más allá de la discusión de po-
der que se da en este tipo cambios, de-
be asegurarse que la actuación de los 
jueces no se vea perturbada ni interfe-
rida, ya sea desde una lógica inquisito-
rial, con una organización judicial bajo 
lógicas monárquicas o en una organi-
zación jurisdiccional más horizontal.

Ese pasaje de un sistema a otro no lo 
es sin consecuencias para la indepen-
dencia de los jueces. Se advierte que 
se confunde el modelo de juzgamien-
to con los operadores del sistema. Los 
jueces toman decisiones, en base a or-
denamientos legales que no fijan, so-
lo aplican la ley, con lo, si bien resulta 
una obviedad, los Magistrados que se 
regían por los ordenamientos legales 
anteriores, hoy actúan bajo otra lógica. 

Y sin perjuicio de ello, persisten los 
mismos ataques a la figura del juez, 
de meramente cuestionar las faculta-
des jurisdiccionales sin mayor susten-
to, ya que su rol se orienta bajo los ejes 
del modelo constitucional, con lo que 
constituye un atentado a la indepen-
dencia de los jueces al condicionar a la 
Magistratura en su poder de decisión.

Los Principios de Bangalore sobre la 
Conducta Judicial señalan que «la in-
dependencia judicial es un requisito pre-
vio del principio de legalidad y una ga-
rantía fundamental de la existencia de 
un juicio justo. En consecuencia, un juez 
deberá defender y ejemplificar la inde-
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pendencia judicial tanto en sus aspectos 
individuales como institucionales» (va-
lor 1: independencia, «Los Principios de 
Bangalore sobre la conducta judicial», 
Aprobados por el Consejo Económico 
y Social de las Naciones Unidas, no-
viembre de 2002). 

Otro menoscabo a la independencia es 
no darle, sacarle o condicionar las he-
rramientas o recursos técnicos y hu-
manos, como así también la capacita-
ción, que son necesarias para poder 
llevar adelante su tarea jurisdiccional. 
Restarle tales condiciones implica so-
meter dicha tarea a presiones o inje-
rencias que afecten sus decisiones y 
que no respondan a los requerimien-
tos del derecho.

Tales requerimientos responden a la 
pregunta cómo se juzga un hecho por 
parte de la Magistratura, y ello involu-
cra garantías de primer orden como im-
parcialidad, contradictorio, publicidad.

En este punto, no puede dejar de consi-
derarse como dato relevante las com-
petencias administrativas y gerencia-

les, las cuales no corresponde que 
sean asumidas por los jueces (v. ley 
13.018), para brindar un servicio de ca-
lidad a los ciudadanos, la tutela judi-
cial efectiva de sus derechos, garanti-
zándole el acceso al sistema justicia, a 
través de la flexibilidad, transparencia, 
eficacia y eficacia.

Como ha destacado el programa Jus-
ticia 2020 del Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos de la Nación (Ma-
nual para formadores en gestión judi-
cial estratégica, Saij), la transparencia 
es «...uno de los valores imprescindibles 
del sistema se vincula primordialmen-
te con la tarea del juez y su rol en la 
audiencia como forma de garantizar la 
publicidad de los actos. En relación con 
los aspectos organizacionales, se vin-
cula con la prestación de un servicio ac-
cesible a los ciudadanos....Otro aspecto 
directamente vinculado con la transpa-
rencia es la independencia judicial como 
uno de los valores más relevantes del 
sistema, pues configura el presupuesto 
de la imparcialidad, la principal garan-
tía en el proceso. En nuestra sociedad, 
los jueces son permanentemente objeto 

de presiones por parte de diversos fac-
tores de poder. Precisamente una de la 
funciones del gobierno judicial es garan-
tizar la independencia de los jueces, pa-
ra que cada juez, individualmente, pue-
da decidir libremente. Así, la noción de 
independencia no puede ser entendida 
como una cuestión individual, sino co-
mo un objetivo colectivo que debe ser 
encarado por la organización judicial, a 
través de diferentes herramientas vincu-
ladas con su gobierno, las cuales deben 
ser transparentes».

El desarrollo del proceso a través de 
audiencias orales, el cual se convier-
te en el mecanismo para la incorpo-
ración de información de calidad, uno 
de los puntos críticos en la implemen-
tación administrativa han sido las di-
ficultades para su programación, por 
las mencionadas prácticas nocivas y 
las que se han ido gestando en base a 
los recursos y necesidades.

En tal sentido, tanto la Corte Idh, como 
la Comisión, como las Naciones Unidas 
han señalado que los jueces no deben 
sufrir una influencia o entorpecimiento 
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indebido que provenga de actos o acti-
tudes de otros miembros de la propia 
institución judicial. 

Así, se ha sostenido que «en el desem-
peño de sus funciones, el juez no es em-
pleado de nadie. Es un funcionario que 
solo depende de la ley y responde única-
mente ante ella y ante su conciencia, que 
el juez debe examinar constantemente. 
Es incontrovertible que, independiente-
mente de un sistema de apelación, el 
juez que falla una causa no actúa bajo 
las órdenes o instrucciones de un terce-
ro de dentro o fuera de la judicatura. La 
organización jerárquica de la judicatura 
y las diferencias de grado o jerarquía no 
deben interferir en modo alguno en el 
derecho del juez de pronunciar la sen-
tencia libremente, sin verse influido por 
consideraciones o influencias externas» 
(cfr. «Comentario relativo a los Princi-
pios de Bangalore sobre la conducta ju-
dicial», realizado por la Oficina de Na-
ciones Unidas contra la Droga y el De-
lito en el año 2007, parágrafo N° 41). 

Los encargados de la organización ad-
ministrativa son auxiliares de los jue-

ces nucleados en el Colegio de Jue-
ces, y dichos auxiliares no pueden ha-
cer consideraciones sobre cuestiones 
atinentes a la función jurisdiccional, si-
no ser los facilitadores de las mismas.

Los jueces son conscientes de que 
existen diversas dificultades del más 
variado origen (acumulación de juicios, 
–en algún momento– pocos jueces, po-
co personal, audiencias fracasadas, al-
tas y disparidades cargas de trabajo 
y la asignación del mismo, etc.), a lo 
que se suman las asistematicidades 
del código procesal penal de Santa Fe 
y ciertas zonas grises entre las funcio-
nes jurisdiccionales y administrativas. 

Resulta medular resaltar que no pue-
de confundirse flexibilidad con arbi-
trariedad e ilegalidad. No se trata de 
establecer un organigrama en el que 
conforme el número de salas dispo-
nibles, sus respectivos operadores, 
las audiencias puedan programarse 
y ubicarse en una determinada fecha 
y horario, dejando de lado el ejerci-
cio de la jurisdicción en cada una de 
esas audiencias. 

La propia ley procesal reconoce que 
hay imponderables, suspensiones y 
demás vicisitudes que llevan a un re-
traso en el esquema de audiencias y 
juicios, mas no corresponde achacar 
a los jueces tales vicisitudes (la cual 
ha sido puesta en cabeza de otros 
operadores) ni condicionarlos a las 
que se presenten dentro del ámbito 
de su competencia jurisdiccional, por 
no ajustarse a un esquema de organi-
zación administrativo.

La falta de previsibilidad, no mensu-
rar y darle igual tratamiento a proce-
sos que en esencia son diferentes, la 
falta de seguimiento y control en los 
procesos administrativos, no brindar 
el tiempo estipulado por el legislador 
para que el juez puede desarrollar su 
labor jurisdiccional, implica lisa y lla-
namente afectar los principios y ga-
rantías referidos, que se despren-
den del bloque de convencionalidad 
y constitucionalidad.

A ello se agrega la ausencia de cri-
terios claros y transparentes en la 
asignación de causas, lo cual también 
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afecta la independencia interna, el de-
bido proceso, en particular, la garan-
tía del juez natural, la intromisión y 
limitación en las facultades jurisdic-
cionales, tanto sea en qué debe deci-
dirse en función de las necesidades 
administrativas, como, caber reiterar, 
a limitar los tiempo otorgados por ley 
para la redacción de los fundamentos 
de una sentencia.

Conclusiones

La falta de seguridad para los Jueces, 
por amenazas, intimidaciones y ata-
ques, a lo cual se agregan discursos 
descalificadores, implican una clara 
afectación a la independencia de los 
Magistrados, al hacerlos responsables 
de la inseguridad, de incumplir la ley, 
al acusarlos de falta de compromiso 
o poco afectos al trabajo, de ser igno-
rantes para el actuar en la jurisdicción, 
haciendo un desplazamiento de res-
ponsabilidades o buscando quitar, con-
dicionar, amedrentar o limitar el ejer-
cicio de la jurisdicción. 

Debe asegurarse la seguridad de los 
operadores del sistema, entre ellos, 
los jueces y darse adecuada respues-
ta a los discursos descalificadores, 
que atacan el adecuado ejercicio de 
la tarea jurisdiccional en una repúbli-
ca democrática. 

Debe fortalecerse la autonomía del 
Poder Judicial, como mecanismo para 
asegurar la independencia del juez, y 
de esta forma, garantizar la imparcia-
lidad. Fortalecer la independencia de 
los jueces es trabajar por los derechos 
de los ciudadanos y la consolidación 
del estado constitucional de derecho.

Por tanto, el Estado debe garantizar 
la defensa de la independencia de los 
jueces, tanto de los ataques externos e 
internos. En particular, las trabas que 
se dan por un ejercicio de poder que se 
desentiende de los principios republi-
canos y democráticos y, en definitiva, 
facilitar el nuevo paradigma en el sis-
tema penal, del rol de los jueces como 
pacificadores, para acercar a las par-
tes a buscar una solución al conflicto, 
propiciando un cambio de mentalidad.

Los jueces deben contar para poder 
realizar su tarea, de una organización 
administrativa, recursos humanos y 
técnicos que los respalde, y no inter-
fiera en la función jurisdiccional y, fun-
damentalmente, de la capacitación de 
los operadores, para alcanzar un siste-
ma judicial eficiente, eficaz, presente, 
independiente y transparente. 

El sistema actual establece que la la-
bor administrativa está bajo la órbita 
de la Oficina de Gestión Judicial y que, 
como se señaló, debe ponderarse el 
trabajo jurisdiccional de los jueces y 
no solamente el administrativo, a fin 
de no invertir los principios rectores 
de sistema acusatorio adversarial con-
forme la ley 13018, con afectación a 
la garantía de independencia interna.

En definitiva, desde el asociacionismo 
se ha trabajado en la defensa inclaudi-
cable de esta garantía de primer orden 
ante los avances reseñados, bregando 
por la solución institucional para acce-
der a un modelo que garantice el ac-
cionar independiente del juzgador co-
mo pilar esencial para la vigencia de 
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los derechos ciudadanos es la defensa 
irrestricta de la independencia inter-
na y externa de los jueces, condición 
esencial del sistema democrático, ga-
rantía del debido proceso y de la pres-
tación de un servicio hacia la comuni-
dad para resolver los conflictos que se 
traen a su conocimiento.

Frente a un escenario que está todavía 
en desarrollo, se hace necesario, ante 
un sistema que involucra a varios ope-
radores, el propiciar el intercambio de 
ideas y la reflexión que permitan ge-
nerar los consensos necesarios sobre 
las transformaciones de los procesos 
penales, y la adecuación de las insti-
tuciones a tales cambios. ■
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